STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 7) de 16 julio 2007
Jurisdicción:Contencioso-Administrativa
Recurso contencioso-administrativo.
Ponente: Excmo. Sr. D. Pablo Lucas Murillo de la Cueva
ADMINISTRACION DE JUSTICIA: Jueces y magistrados: responsabilidad: disciplinaria: procedimiento sancionador: caducidad: transcurso en exceso del plazo de seis meses fijado en la LOPJ: inexistencia de razones o circunstancias extraordinarias justificativas de la tardanza: caducidad existente: sanción improcedente.

El TS estima el recurso contencioso-administrativo deducido conra Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 22-06-2005, sobre imposición de sanción y lo anula.
En la Villa de Madrid, a dieciséis de julio de dos mil siete.

Visto por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, constituida en su Sección Séptima por los Magistrados indicados al margen, el recurso Contencioso-Administrativo núm. 217/2005 interpuesto por doña Consuelo, contra el Acuerdo adoptado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial en su reunión del día 22 de junio de 2005 y recaído en el expediente disciplinario núm. NUM000.

Ha sido parte demandada, el CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL, representado por el Abogado del Estado.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO El Pleno del Consejo General del Poder Judicial, en su reunión del día 22 de junio de 2005, acordó:

"Imponer a la Ilma. Sra. Dª Consuelo, Magistrada-Juez del Juzgado de Instrucción núm. NUM001 de DIRECCION000 (Málaga), una sanción de suspensión de funciones por tiempo de doce meses, como autora de una falta muy grave del artículo 417.9 de la mencionada Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635), de desatención o retraso injustificado en la resolución de procesos o causas.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 365.2 y 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la suspensión definitiva supondrá la privación de todos los derechos inherentes a la condición de Magistrada hasta que, en su caso, fuere reintegrada la suspensa al servicio activo, y, en segundo lugar, si, como en este caso, es por tiempo superior a seis meses, implicará la pérdida del destino, y la vacante se cubrirá en forma ordinaria".

SEGUNDO Contra dicho acuerdo ha interpuesto recurso Contencioso-Administrativo doña Consuelo y, admitido a trámite, se requirió a la Administración demandada la remisión del expediente administrativo, ordenándole que practicara los emplazamientos previstos en el artículo 49 de la Ley de la Jurisdicción (RCL 1998, 1741). Verificado, se dio traslado a la parte recurrente para que dedujera la demanda.

TERCERO Evacuando el traslado conferido, la Sra. Consuelo presentó escrito, el 30 de noviembre de 2005, en el que, después de exponer los hechos y fundamentos que estimó oportunos, solicitó a la Sala que:

"(...) dicte sentencia por la que declare nulo o anule el acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial del día veintidós de junio de dos mil cinco por el que me impone una sanción de suspensión de funciones por tiempo de doce meses así como el restablecimiento de todos los derechos e intereses que pudieran haber quedado afectados por la ejecución de la sanción que se combate".

Por Otrosí Digo Primero manifestó que:

"Si en la contestación a la demanda se negare alguno de los hechos de ésta, interesaría a mi derecho la prueba de los negados. Para tal supuesto SUPLICO A LA SALA que acuerde el recibimiento a prueba sobre los mismos".

Y, por Otrosí Digo Segundo, solicitó el trámite de conclusiones escritas.

CUARTO El Abogado del Estado contestó a la demanda, mediante escrito, presentado el 11 de enero de 2005, en el que solicitó la desestimación del recurso.

QUINTO Acordado el recibimiento a prueba por Auto de 2 de febrero de 2006, fue propuesta y practicada con el resultado que obra en la pieza separada abierta al efecto y se concedió a las partes el término sucesivo de diez días para que presentaran sus conclusiones. Trámite evacuado por escritos presentados el 5 y el 14 de junio de 2006, unidos a los autos.

SEXTO Mediante providencia de 26 de febrero de 2007 se señaló para votación y fallo el día 10 de julio de este año, en que han tenido lugar.

En la tramitación de este recurso se han observado las prescripciones legales.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Pablo Lucas Murillo de la Cueva, Magistrado de la Sala

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO Tras la visita realizada al Juzgado de Instrucción núm. 4 de los de Marbella entre el 12 y el 14 de mayo de 2004 y como consecuencia de la misma, el Servicio de Inspección propuso la incoación de expediente disciplinario a su titular, la Magistrada doña Consuelo y así fue dispuesto por la Comisión Disciplinaria por acuerdo de 15 de septiembre de 2004. Ese expediente, tramitado con el número NUM000, concluyó con el acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 22 de junio de 2005 que impuso a la Sra. Consuelo la sanción de doce meses de suspensión por considerarla responsable de la falta muy grave tipificada en el artículo 417.9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635).

El indicado informe del Servicio de Inspección reflejaba, con gran detalle, una situación de carencia de dirección y control y de organización eficaz del trabajo en el Juzgado. Hablaba de falta de dirección técnica procesal, de descontrol e irregularidades en las causas con preso, de retraso en las causas por violencia doméstica, de paralización en el registro de asuntos, de retraso en el minutado de los mismos, de retrasos en la actividad procesal en los juicios de faltas, de inexistencia de actividad procesal de ejecución. Las palabras colapso, crisis, descontrol, irregularidades se reiteran a lo largo de las páginas.

Hay que decir que el Pleno acogió la propuesta de sanción que le elevó la Comisión Disciplinaria, la cual, a su vez, se apartó de la efectuada por el Instructor del expediente, quien solicitó que, por esa misma infracción, se impusiera la sanción de ocho meses de suspensión y no la de traslado forzoso, interesada por el Ministerio Fiscal, ya que, en la interpretación del Instructor, es de menor gravedad aquélla que ésta. En los planteamientos del Ministerio Fiscal y del Instructor pesó, según explican, la circunstancia de que la situación caótica del Juzgado de Instrucción núm. 4 de los de Marbella descrita por el Servicio de Inspección obedecía en buena parte a que, desde su entrada en funcionamiento el 22 de enero de 2003, casi todo su personal era interino, carecía de la debida cualificación y experimentaba una gran movilidad así como numerosas bajas. Eso incluía, también, al Secretario, del que el informe del Servicio de Inspección dijo que permanecía ajeno al Juzgado y para el que propuso que se interesara del Ministerio de Justicia que se le abriera expediente disciplinario.

SEGUNDO En su demanda la Sra. Consuelo adujo, fundamentalmente, que se le quería hacer responsable de una situación que ella misma había padecido sin tener culpa de su existencia y sin considerar el enorme esfuerzo que se vio obligada a realizar ante la falta de preparación del personal asignado al Juzgado. A este respecto, recuerda que tomó posesión del mismo por ascenso el 17 de marzo de 2003. Después, explica que, sin contar con la ayuda del Secretario -que, por lo demás, se dio de baja en febrero de 2004 y debieron transcurrir cinco meses hasta que se designara otro- se vio obligada a explicar a los interinos que le iban enviando en qué consistía el trabajo que debían realizar y que no fueron atendidas las reclamaciones que, asegura, efectuó verbalmente ante la Junta de Andalucía en demanda de personal cualificado. Añade que la causa de los retrasos observados por el Servicio de Inspección está en la falta de idoneidad y continuidad de los interinos destinados al Juzgado, por lo que entiende sumamente injusto que se le haga a ella responsable de tal estado de cosas, y que, además, se le imponga un castigo tan grave, muy superior al que el propio Consejo venía imponiendo en casos semejantes.

Desde estos presupuestos, se queja de que no se le aceptara por el Instructor la prueba que propuso para demostrar su intensa dedicación en tiempo y esfuerzo para, además de hacer su tarea, enseñar a los interinos que le iban enviando (a); dice que, en realidad, le ha sancionado la Comisión Disciplinaria ya que el Pleno se ha limitado a asumir sin más su propuesta sin que fueran tenidas en cuenta en absoluto las alegaciones que hizo a la propuesta del Instructor (b); reprocha al Acuerdo sancionador la ambigüedad en la que se mueve, pues no deja claro si le imputa desatención o retraso reiterado e injustificado en el cumplimiento de los trámites y deberes judiciales, si bien argumenta que ni ha incurrido en desatención ni pueden entenderse injustificados los retrasos (c); denuncia la falta de motivación de la agravación de la sanción propuesta por el Instructor (d); alega, además, la falta de proporcionalidad de la que se le ha impuesto, comparándola con las de otros expedientes que cita, y aduce la Sentencia de 13 de julio de 2004 (JUR 2004, 211178) a propósito de la alegación de trato desigual que habría padecido (e).

Y, en conclusiones, afirma la caducidad del procedimiento sancionador ya que, incoado el 15 de septiembre de 2004, no es resuelto hasta el 22 de junio de 2005, siéndole notificado el Acuerdo adoptado el día 29 siguiente. Es decir, nueve meses y medio después de su inicio, superando, por tanto, los seis meses contemplados en el artículo 425.6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635).

TERCERO El Abogado del Estado pide la desestimación del recurso porque considera ajustada a Derecho la sanción impuesta. Recuerda al respecto los hechos probados, rechaza que se hubiera incurrido en incompetencia o en vicios del procedimiento. Entiende procedente la aplicación del tipo del artículo 417.9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635) y no encuentra falta de proporción en la imposición de doce meses de suspensión.

En conclusiones contesta a la alegación de caducidad formulada en ese trámite por la recurrente y dice que no se ha producido porque en el cómputo del plazo hay que descontar el tiempo en que el procedimiento hubiese estado paralizado por causas imputables a la actora. A este respecto, dice que deben excluirse los siguientes períodos: a) alegaciones al pliego de cargos (del 2 al 9 de marzo de 2005), b) alegaciones a la propuesta de resolución (marzo de 2005), c) alegaciones del artículo 422.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (abril-mayo de 2005); d) además, dice el Abogado del Estado que también han de excluirse los casi tres meses que tardó el Ministerio Fiscal en emitir su informe: el pliego de cargos es de 2 de diciembre de 2004 y el informe tiene fecha de 1 de marzo de 2005.

Con esas deducciones, concluye, es evidente que no se han superado los seis meses, con lo que no hay caducidad del expediente.

CUARTO En los términos en que ha quedado planteado el pleito, lo primero que debemos hacer es comprobar si, efectivamente, el exceso respecto de los seis meses que establece el artículo 425.6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635) se ha debido a causas imputables a la recurrente, como sostiene el Abogado del Estado, o si, por el contrario, no ha sido así y procede apreciar la caducidad alegada por la Sra. Consuelo.

A este respecto, es preciso confirmar que, ciertamente, desde la incoación del expediente el 15 de septiembre de 2004 hasta la notificación del acuerdo sancionador el 29 de junio de 2005 han transcurrido nueve meses y medio. Asimismo, resulta que no se ha dado cuenta por el Instructor ni por el Consejo General del Poder Judicial de la concurrencia de causas excepcionales que impidieran su resolución dentro del plazo previsto legalmente y tampoco se desprende de las actuaciones que las hubiera.

A partir de ahí, es cierto que la Sra. Consuelo tardó 6 días en presentar alegaciones al pliego de cargos (del 3 al 9 de marzo de 2004), pero no que el Ministerio Fiscal tardara casi tres meses en emitir su informe. Al contrario, empleó 16 días ya que se le notificó el pliego el 15 de febrero de 2005 y se recibió el 3 de marzo siguiente dicho informe. En cuanto a las alegaciones de la actora a la propuesta de resolución, resulta que consumió 6 días, ya que le fue notificada el 11 de marzo de 2005 y las presentó el 17 de ese mismo mes. Por tanto, aun descontando el tiempo utilizado por el Ministerio Fiscal, pese a que no le es imputable a la recurrente, y los 15 días de alegaciones previstos por el artículo 422.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (RCL 1985, 1578, 2635), aún quedan dos meses de exceso que de ningún modo cabe atribuir al proceder de la Sra. Consuelo. Así, pues, se ha sobrepasado holgadamente el plazo establecido por el artículo 425.6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para la duración del procedimiento sancionador.

La aplicabilidad al mismo del instituto de la caducidad ha sido establecida por la Sentencia del Pleno de la Sala Tercera de 27 de febrero de 2006 (recurso 84/2004 [RJ 2006, 8167]), en criterio reiterado por las de 21 y 27 de marzo de 2006 (recursos 63/2002 y 86/2003 ) y en la de 22 de junio de 2007 (recurso 132/2002 ). En consecuencia, procede declarar la caducidad del procedimiento sancionador y, por tanto, estimar sin más el recurso Contencioso-Administrativo, anular el Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 22 de junio de 2005 y reconocer el derecho de la Sra. Consuelo a ser restablecida en sus derechos económicos y administrativos.

QUINTO Conforme a lo establecido por el artículo 139.1 de la Ley de la Jurisdicción (RCL 1998, 1741), no se hace imposición de costas.

En atención a cuanto se ha expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que nos confiere la Constitución Española, 

FALLAMOS

1º Que estimamos el recurso Contencioso-Administrativo núm. 217/2005, interpuesto por doña Consuelo y anulamos el Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 22 de junio de 2005 que le impuso la sanción de doce meses de suspensión por la falta muy grave de desatención y retraso reiterado e injustificado.

2º Que reconocemos el derecho de la Sra. Consuelo a ser restablecida en sus derechos económicos y administrativos.

3º Que no hacemos imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que deberá insertarse por el Consejo General del Poder Judicial en la publicación oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supremo, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior Sentencia por el Magistrado Ponente Excmo. Sr. D. Pablo Lucas Murillo de la Cueva, estando constituida la Sala en audiencia pública en el día de su fecha, lo que, como Secretario de la misma, certifico.

